
Puerto Montt, cinco de marzo de dos mil veinte.

            Vistos:

            A folio 1 comparece Humberto Ramírez Larraín, 

abogado  de  la  Unidad  de  Estudios  de  la  Defensoría 

Regional  de  Los  Lagos,  en  favor  de  Edwin  Carrasco 

Figueroa,  cédula  de  identidad  24.143.846-5,  de 

nacionalidad  peruana,  quien  recurre  de  amparo  en 

contra del Departamento de Extranjería y Migración del 

Ministerio del Interior, en tanto decretó la expulsión del 

amparado mediante Decreto 1687/2017  de fecha 24 de 

noviembre  de  2017,  cuyo  fundamento  legal  fue  lo 

dispuesto en el artículo 15 Nro 2 y 17 del DL 1094.

           Previene  el  actor  que  por  sentencia  de  8  de 

enero de 2016 el amparado fue condenado por el delito 

de homicidio  simple a la  pena de 5 años de presidio 

menor en su grado máximo, concediéndole el beneficio 

de la  libertad vigilada,  pena que actualmente  se está 

cumpliendo.  

En cuanto a los motivos de la impugnación refiere 

que el acto administrativo es ilegal por no configurarse 

los presupuestos legales,  pues fue condenado por un 

delito de homicidio simple, hipótesis no contemplada en 

el  artículo  15  N°  2  del  Decreto  Ley  1094  que  no 

contempla  el  delito  de  homicidio,  no  siendo  tampoco 
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subsumible  la  conducta  en  la  parte  final  del  citado 

numeral 2 del artículo 15 de la Ley de Extranjería. En 

dicho  sentido,  argumenta  que  la  posible  comisión  de 

delitos como supuesto está contemplado en el numeral 

3° del artículo 15 del Decreto Ley ya mencionado, más 

dicha figura no está contenida en el  artículo 17 de la 

Ley, supuesto habilitante para decretar la expulsión.

Luego  advierte  que  el  acto  administrativo  es 

arbitrario por falta de racionalidad pues el mismo debe 

ser  fundado  y  coherente  con  el  bloque  de  legalidad 

vigente, pues una potestad discrecional puede y debe 

ser  sujeto  de  un control  en  su motivación,  pues  sino 

deviene en arbitrario. 

En  la  especie  no  se  pondera  adecuadamente  el 

delito por el cual fue condenado y su situación posterior; 

el amparado fue beneficiado con la libertad condicional 

durante el tiempo de condena, dispuesta en octubre de 

2017 y cumplida el 5 de febrero de 2020, en el marco de 

un  proceso  de  reinserción  social.  Actualmente  se 

encuentra trabajando como Junior, dando sustento a su 

familia. 

Agrega que además el acto es Ilegal en tanto no 

pondera el interés superior del niño; pues el amparado 

tiene  hijas  chilenas,  de  7  meses  y  2  años  de  edad, 
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respectivamente. En dicho orden de cosas, el  decreto 

de  expulsión  obedece  a  necesidades  de  la 

administración, mas no consta que se hayan ponderado 

los intereses de las niñas que también se ven afectadas. 

Finalmente  refiere  que  el  acto  impugnado  es 

arbitrario por ser desproporcionado y contradictorio con 

el actuar de la propia administración, pues por un lado el 

Estado  le  concede  la  libertad  condicional,  que 

presupone una intención rehabilitadora y por el otro se 

pretende su expulsión. 

Como consecuencia de lo expuesto,  pide se deje 

sin efecto el decreto impugnado. 

Informando  el  recurso,  la  recurrida  solicitó  el 

rechazo del mismo. 

Señaló primeramente que el  amparado ingresó al 

país con una visa temporal sujeta a contrato de trabajo 

en el mes de mayo del año 2012, la que tuvo vigencia 

hasta el mes de diciembre del año 2013, encontrándose 

desde dicha fecha en situación migratoria irregular. En 

dicho orden de cosas, afirma que además se configura 

la hipótesis del artículo 71 de la Ley de Extranjería. 

En relación con el decreto de expulsión afirmó que 

este se funda en lo dispuesto por el artículo 15 Nro 2 del 

Decreto Ley 1.094, pues estima que el delito por el cual 
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fue condenado el extranjero es grave, pues afectó los 

bienes  jurídicos  vida,  Integridad  física  y  seguridad 

pública,  aspectos  que  junto  a  los  antecedentes 

relevantes  del  caso  fueron  evaluados  para  la 

ponderación de la medida en comento.

En cuanto a la arraigo familiar sostiene que no es 

aceptable  argüir  el  principio  de  interés  superior  para 

evitar  las  medidas  migratorias  adoptadas  de 

conformidad con la ley. 

Conforme a lo relatado precedentemente, estima la 

recurrida que el decreto que por esta vía se impugna fue 

dictado  por  la  autoridad  competente  en  uso  de  sus 

atribuciones  legales  y  siguiendo  el  procedimiento  al 

efecto dispuesto por la Ley de Extranjería.  

Se ordenó traer los autos en relación.

Con lo relacionado y considerando: 

Primero: Que  el  recurso  de  amparo  constituye 

jurídicamente  una  acción  cautelar,  de  índole 

constitucional,  cuyo  contenido  específico  es  el 

requerimiento  de  tutela  jurisdiccional  frente  a 

privaciones de libertad ambulatoria con infracción de lo 

dispuesto  en  la  Constitución  o  en  las  leyes;  frente  a 

amenazas  arbitrarias  o  ilegales  al  ejercicio  de  dicha 

libertad,  y  frente  a  privaciones,  perturbaciones  o 
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amenazas a la seguridad individual y sin que importe el 

origen de tales atentados.

Segundo: Que  la  presente  acción  cautelar  se 

fundamenta  en  la  decisión  de  expulsar  del  territorio 

nacional  al  extranjero  Edwin  Carrasco  Figueroa,  de 

nacionalidad  peruana,  quien  fue  condenado  por  un 

delito  de  homicidio,  encontrándose  -a  juicio  de  la 

recurrida- en la situación prevista por el numeral 2 del 

artículo 15 de la Ley de Extranjería. 

Tercero:  Que  el artículo 15 N° 2 del  Decreto Ley 

N° 1.094 prohíbe el ingreso al país de los extranjeros: 

"…que  se  dediquen  al  comercio  o  tráfico  ilícito  de 

drogas  o  armas,  al  contrabando,  al  tráfico  ilegal  de 

migrantes y de personas y, en general, los que ejecuten 

actos  contrarios  a  la  moral  o  a  las  buenas  

costumbres…"; y el artículo 17 por su parte preceptúa 

que los extranjeros que durante su residencia incurran 

en los actos contemplados en el numeral segundo del 

artículo 15 aludido, podrán ser expulsados del territorio 

nacional.  Por  su  parte,  el  artículo  71  de  la  ley  de 

Extranjería previene que los extranjeros que continuaren 

residiendo en el  país después de haberse vencido su 

plazo de permanencia legal podrán ser sancionados con 

una  multa,  sin  perjuicio  de  poder  disponerse  su 

abandono obligado o expulsión del país. A su turno, el 
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artículo  84  del  citado  cuerpo  legal  previene  que  la 

medida de expulsión de los extranjeros será dispuesta 

por  decreto supremo fundado,  suscrito por  el  Ministro 

del Interior. 

Cuarto:   Que el decreto de expulsión de autos, se 

apoya asimismo, en los artículos 17, 89 y 90 del Decreto 

Ley Nº 1.094, y 26, Nº 2°, 30, 167, 173, 174 y 175 del 

Decreto  Supremo  Nº  597,  también  conocido  como 

Reglamento de Extranjería,  que invoca los motivos que 

le suministran soporte al acto de autoridad, los cuales 

coinciden con los  argumentos indicados por la recurrida 

al  evacuar  su  informe,  sustentando  que  la  autoridad 

administrativa  ejerce  la  potestad  fiscalizadora  prevista 

en la legislación migratoria.

Quinto: Que la causal prevista por el artículo 15 n° 

2 de la Ley de Extranjería, en los términos que le fue 

aplicada al amparado, se hizo valer en la parte final de 

la  norma  en  cuanto  establece  que  incurren  en  la 

situación prevista aquellos extranjeros que “en general,  

(…) ejecuten actos contrarios a la moral o a las buenas  

costumbres…". 

Sexto: Que para analizar si los actos cometidos por 

el amparado son de tal envergadura como para estimar 

que son contrarios a la moral o las buenas costumbres 
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ha  de  estarse  a  los  hechos  por  los  cuales  fue 

condenado. En tal sentido, el amparado fue condenado 

a una pena de 5 años y 1 día de presidio mayor en su 

grado mínimo por ser autor de un delito de homicidio. 

Ello no es sino un atentado grave en contra del  bien 

jurídico  vida,  importando  una  afectación  a  las  reglas 

impuestas  por  la  sociedad. Esta  cuestión 

necesariamente importa considerar que se está dentro 

del  marco  previsto  por  la  parte  final  del  artículo  15 

número  2  de  la  Ley  de  Extranjería,  habilitando  a  la 

autoridad administrativa a proceder como lo hizo en la 

especie. 

Séptimo: Que en lo que respecta al arraigo familiar 

que se alega, cabe tener presente que fue el amparado 

quien se puso dentro de los presupuestos que previenen 

los  artículos  15  y  17  de  la  Ley  de  Extranjería,  no 

constando por medio de antecedente alguno, más allá 

de los certificados de nacimiento de sus hijas, el arraigo 

familiar que ahora se viene invocando.

Octavo:  Que, por último, el  artículo 22 número 6 

del Pacto de San José de Costa Rica previene que el 

extranjero que se halle legalmente en el territorio de un 

Estado Parte en la presente Convención, sólo podrá ser 

expulsado  de  él  en  cumplimiento  de  una  decisión 

adoptada conforme a la ley.  Esta Ley,  en la  especie, 

V
C

M
X

X
T

V
G

X
C



concurre bajo el presupuesto del numeral 2 del artículo 

15 de la Ley de Extranjería, ello sin perjuicio además 

que el Pacto presupone que el extranjero debe estar en 

situación regular dentro del país, cuyo no es el caso del 

amparado,  quien se encuentra en situación migratoria 

irregular desde el mes de diciembre de 2013. 

Noveno: Que  los  fundamentos  contenidos  en  el 

decreto de expulsión se ajustan a la preceptiva legal y 

reglamentaria  vigentes  y  al  mérito  del  procedimiento 

incoado. Se trata de un acto administrativo, que ha sido 

pronunciado por la autoridad competente y dentro del 

ámbito  de sus atribuciones,  de manera que la  acción 

constitucional  no  puede  prosperar,  toda  vez  que  la 

medida de expulsión del amparado se ajusta a derecho, 

tanto en el cumplimiento de las formalidades, como en 

la concurrencia de las causales de expulsión del  país 

establecidas en la Ley de Extranjería. 

Por  estas  consideraciones,  y  visto,  además  lo 

dispuesto en los artículos 1º y siguientes del D.L. 1094, 

D.S. 597 y artículo 21 de la Constitución Política de la 

República, se rechaza el recurso de amparo deducido a 

favor de Edwin Carrasco Figueroa.

Comuníquese, regístrese y devuélvase.
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Redacción a cargo de la Ministra Suplente Claudia 

Cárdenas Navarro.

Rol Nº 36-2020.       

V
C

M
X

X
T

V
G

X
C



Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Puerto Montt integrada por Ministro Suplente Claudia Jimena Cárdenas N.,

Fiscal Judicial Mirta Sonia Zurita G. y Abogado Integrante Christian Lobel E. Puerto Montt, cinco de marzo de dos mil

veinte.

En Puerto Montt, a cinco de marzo de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 08 de septiembre de 2019, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl


		2020-03-05T14:13:02-0300


		2020-03-05T14:13:03-0300


		2020-03-05T14:13:03-0300




